
L
a vicepresidenta segunda, Yo-
landa Díaz, ha dejado transcu-

rrir apenas 12 horas desde que 

el Congreso de los Diputados 

tumbase su proyecto de ley de reduc-

ción de jornada laboral para poner en 

marcha el ‘plan b’ que pasa por la reac-

tivación de un nuevo registro horario 

más vigilado para que las empresas 

«cumplan» con las jornadas de sus tra-

bajadores. La pretensión de la minis-

tra de Trabajo de habilitarlo con un 

real decreto que no tenga que pasar 

por el Congreso genera dudas legales 

en torno a la posible necesidad de te-

ner que modificar algunas leyes como 

la de protección de datos, cuyo cam-

bio precisa el aval de las Cortes. 

El principal cuestionamiento jurí-

dico se centra, con el texto de la con-

sulta pública lanzada ayer sobre la 

mesa, en la posibilidad de que haya un 

acceso directo e instantáneo al regis-

tro horario de todos los trabajadores 

españoles por parte de la Inspección. 

Esa iniciativa contempla que la nor-

ma deberá incluir las formas de man-

tener los registros individuales a dis-

posición de los trabajadores, los sin-

dicatos y la Inspección de Trabajo. 

Ese vínculo es el que más recelos le-

gales genera porque puede haber «un 

posible impedimento de esta iniciati-

va por la política de privacidad y la Ley 

de Protección de Datos», explica Ale-

jandro Gil, socio laboral de Maio Le-

gal. Este experto matiza que «una cosa 
es ceder datos sin consentimiento por-

que la ley obliga a ello –como ocurre 

hasta ahora en registros de los que se 

vale Inspección de Trabajo proceden-

tes de la Seguridad Social– y otra muy 

distinta es que los inspectores acce-

dan ‘motu propio’ a todas esas esta-

dísticas que informan sobre la entra-

da y salida del trabajador», así como

su repercusión en la nómina, con las 

horas extra y otros conceptos.  

Para Alejandro Gil, «este es el gran 

obstáculo a regular porque hasta aho-

ra no se había dado esta realidad». Lo 

que ocurre hasta ahora es que la Ins-

pección de Trabajo toma datos de Se-

guridad Social como figura «autoriza-

da». Pero habrá que ver cómo plasma 

el Ministerio sus intenciones sobre 

este tipo de accesos directos para que 

no vulneren una norma tan sensible 

como la de protección de datos en vi-

gor. Eva Hernández, socia responsa-

ble del Departamento de Derecho La-

boral de Escalona & de Fuentes, expli-

ca que el Estatuto de los Trabajadores 
«no contiene habilitación expresa» 

para esa interoperabilidad automáti-

ca con la Inspección. No obstante, esta 

experta admite que aunque hay críti-

cas en este sentido si «finalmente se 

plantea» de forma correcta en el re-

glamento puede salvarse esta cuestión 

al tratarse de una «cesión de datos au-

torizada por ley». Si llegase a vulnerar 

la norma de Protección de Datos, ten-

dría que pasar por el Congreso donde 

el Ejecutivo no tiene mayoría. 

Las empresas, por su parte, consi-

deran que no es tan factible que a tra-

vés de un reglamento se pueda dar 

paso a los inspectores y a otros agen-

tes sociales a todos los datos que re-

velan los horarios, pero también las 

retribuciones y otros datos persona-

les de los empleados. Así lo manifies-

tan a ABC algunas fuentes corporati-

vas, donde avisan de que podría plan-

tearse otra batalla legal tal y como 

están advirtiendo los bufetes de abo-

gados expertos en materia laboral. 

En cualquier caso, los sindicatos 

UGT y CC.OO. insisten en que el nue-

vo registro tiene todo el respaldo de la 

jusrisdicción para ponerlo en marcha 

tal y como lo han pactado con Díaz, y 

que no choca con ninguna normativa, 

nisiquiera la de protección de datos. 

Las organizaciones apuntan que no se 

podrá limitar lo acordado y recuerdan 

las sentencias del Tribunal de Justicia 

de la UE que instaba a actuar en el sen-

tido de lo que lo hará la ministra Díaz. 

Desde el Sindicato de Inspectores 

de Trabajo y Seguridad Social, su pre-

sidenta, Ana Ercoreca de la Cruz, con-

sidera que habrá que atender a cómo 

se materializan en ese real decreto al-

gunos aspectos clave como el uso que 

se habilite de los dispositivos móviles 

de los trabajadores para el registro. 

«El uso del móvil se debe realizar de 

acuerdo con la normativa de protec-

ción de datos y siempre con el consen-

timiento del trabajador», aclara.  

Digitalización total 
La consulta pública apunta que los fi-

chajes del inicio y el término de la jor-

nada se podrán hacer de forma «per-

sonal y directa» por parte del emplea-

do «con mecanismos de verificación 

de identidad». También se deberá acla-
rar la precisión de cada tipo de tiem-

po de trabajo que se registre, de for-

ma que se deberá registrar toda la jor-

nada, «pero se prevé que se señale si 

el tiempo de trabajo es efectivo o de 

disponibilidad; o si las horas son or-

dinarias o extraordinarias». Para el 

ministerio, la propia obligación de que 

los trabajadores especifiquen el tipo 

de horas que realizan «permitirá iden-

tificar más incumplimientos de la nor-

mativa, con las consecuencias que le-

galmente procedan», añade el texto. 

La organización de inspectores tam-

bién esperará para ver cómo se va a 

regular la digitalización de los ficha-

jes, que dejarían de ser en formato ana-

lógico, en papel, como se hacía hasta 

ahora en muchos centros de trabajo. 

«Nos preguntamos qué ocurriría con 

todos los trabajadores que se encuen-

tran en zonas donde puede que no haya 

cobertura, como ocurre en muchas 

áreas agrícolas o ganaderas», explica 

Ana Ercoreca de la Cruz.

Las dudas legales por el acceso 
a todos los fichajes complica  
el nuevo registro de Díaz

∑ Trabajo responde al veto de la jornada 
con una norma que puede chocar con  
la protección de datos de los empleados

Operario en una industria automovilística.  // ABC
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En el Gobierno, en general, y 
en el Ministerio de Trabajo, en 
particular, eran conscientes 
de las escasas posibilidades de 
que el proyecto de ley de 
reducción de jornada saliese 
adelante este miércoles en el 
Congreso, ante la posición que 
había anunciado Junts, cuyos 
votos eran clave. Por eso, el 
departamento dirigido por 
Yolanda Díaz ya tenía prepa-
rado el borrador del decreto 
con el que se puedan endure-
cer las horas trabajadas sin 
necesidad de ser validado en 
la Cámara baja. De ahí que 
ayer mismo, cuando apenas 
habían transcurrido unas 
horas desde el «no» del 
Congreso, Trabajo publicó en 
su web la consulta pública.

Un proyecto listo 
antes de que Junts 
tumbase la ley
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